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Resuelve la Sala  el recurso de apelación interpuesto y sustentado por el defensor del procesado CARLOS ADALBERT ARIAS CASTAÑO, contra la sentencia anticipada proferida por el Juzgado Dieciséis Penal del Circuito de Bogotá, el día veintisiete (27) de enero de 2005, mediante la cual lo declaró autor responsable de la conducta punible de EJERCICIO ILÍCITO DE ACTIVIDAD MONOPOLÍSTICA DEL ESTADO y le impuso como pena principal, cuarenta y dos (42) meses de prisión y multa por 131.25 s.m.l.m.v. y en cuanto a la accesoria, inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso. Le negó la suspensión condicional de la ejecución de la sanción, pero le concedió la prisión domiciliaria.
Se obra en calidad de Sala de Descongestión, en virtud de lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura.

1.- ANTECEDENTES 

1.1.- El día diecinueve (19) de diciembre de 2002 se realizaron allanamientos a varios inmuebles, entre ellos el ubicado en la Transversal 68ª No. 2-12 de la capital de la República. Miembros de la Policía Nacional encontraron al señor CARLOS ADALBERT ARIAS CASTAÑO en posesión de veinticinco (25) botellas estampilladas de whisky BUCHANNANS 12 años, cuatro (04) botellas de Whisky COMMANDE, sin estampillas; así como varias botellas vacías de los mismos licores y de otros, tales como CHIVAS REAGAL, JHONNY WALKER RED LABEL y BLACK LABEL, BUCHANNANS DE LUXE, al igual que enseres varios para el envasado de tales sustancias. Analizados tanto los contenidos como los envases y demás elementos identificativos como tapas, estampillas, etiquetas, etc. se conceptuó que los mismos eran espurios.

1.2.- El señor ARIAS CASTAÑO fue vinculado mediante indagatoria
, luego de lo cual se le resolvió situación jurídica
 en proveído del veinticuatro (24) de diciembre de 2002 de la Fiscalía 71 Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Bogotá, mediante el cual se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva, la cual se le sustituyó por detención domiciliaria. Previo cierre de la investigación
 el once (11) de abril de 2003, la misma delegada calificó el mérito del sumario
 y profirió resolución de acusación en contra del procesado para que respondiera en juicio por la comisión de la conducta punible de EJERCICIO ILÍCITO DE ACTIVIDAD MONOPOLÍSTICA DE ARBITRIO RENTÍSTICO en concurso heterogéneo y sucesivo con USURPACIÓN DE MARCAS Y PATENTES, decisión en la que, por demás, se revocó la detención domiciliaria y se dispuso que el acusado fuera trasladado a un centro carcelario.
1.2.- Apelada la resolución de acusación, fue confirmada
 por la Fiscalía Delegada ente el Tribunal Superior de Bogotá en decisión del seis (06) de junio de 2003, luego de lo cual el expediente correspondió por reparto al Juzgado Dieciséis Penal del Circuito de esa capital, despacho que debió inicialmente ocuparse de la solicitud de concesión de libertad provisional al acusado, la que otorgó, luego de lo cual se recibió escrito signado por el señor ARIAS CASTAÑO en el que manifestaba su voluntad de acogerse a sentencia anticipada, para lo cual aceptó los cargos que le fueron formulados en la resolución de acusación
.
2. FALLO
 
El conociente valoró la prueba obrante en la actuación, la encontró acorde con la aceptación de cargos y profirió el fallo condenatorio pertinente luego de concluir que el hallazgo de los elementos que se encontraron en la habitación del encausado dibujaba la actividad ilícita a la que se dedicaba el inculpado, quien asumió como propia una actividad establecida como monopolio de arbitrio rentístico a espaldas del Estado y a sabiendas de la ilicitud de su obrar. Apreció que no concurría en el presente caso alguna causal de ausencia de responsabilidad y por lo mismo se imponía el juicio de reproche correspondiente. 

Dosificó la pena de la siguiente manera: tuvo en cuenta que el artículo 312 del Código Penal establecía una pena que iba de treinta y seis (36) a sesenta (60) meses de prisión para el delito de Ejercicio ilícito de actividad monopolística del Estado, luego era el punible de mayor gravedad y por tanto, partió del mismo. Establecido el ámbito de movilidad en veinticuatro (24) meses, lo dividió por 4 para calcular los cuartos pertinentes, luego de lo cual, dado que no existía circunstancia alguna de agravación punitiva se ubicó en el mínimo, que oscilaba entre treinta y seis (36) y cuarenta y dos (42) meses, del cual escogió el límite menor como pena para el sentenciado. De igual forma, procedió a calcular la sanción pecuniaria, que estaba considerada entre cien (100) y trescientos veinticinco (325) s.m.l.m.v, cuyo cuarto inferior empezaba en cien (100) y concluía ciento setenta y cinco (175) s.m.l.m.v., cuyo límite inferior también fue el señalado.
Como se trataba de un concurso, adicionó otros doce (12) meses de prisión y cincuenta (50) s.m.l.m.v., con lo cual la sanción privativa de la libertad quedó en cuarenta y ocho (48) meses de prisión, mientras la multa fue del orden de ciento cincuenta (150) s.m.l.m.v., guarismos a los que redujo la octava (1/8) parte por el acogimiento a la sentencia anticipada, de lo que se desprendió que la pena definitiva para el señor ARIAS CASTAÑO fuera de cuarenta y dos (42) meses de prisión y multa por valor de ciento treinta y uno punto veinticinco (131.25) s.m.l.m.v. 
Como penas accesorias aplicó inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas e inhabilitación por un periodo igual al de la pena principal. 

A pesar de negársele al sentenciado la suspensión condicional de la ejecución de la pena, se le otorgó la prisión domiciliaria.
3. RECURSO 

El disenso del recurrente se funda en el monto de la multa impuesta, para lo cual aduce en primer término que fue sorprendido por la actitud de su representado quien inconsultamente optó por acogerse al fallo antelado. Sus planteamientos fueron presentados así:
3.1.- De conformidad con la información policiva en torno al allanamiento, los elementos decomisados se encontraban dentro de una de las habitaciones, es decir, que no estaban en el comercio y que seguramente las tenía desde tiempo atrás, no obstante que en sus descargos negó ser el propietario y le atribuyó la responsabilidad a una persona que le subarrendó la habitación donde fue hallado el material ilícito.
3.2.- La norma aplicable por tanto, no sería el artículo 312 de la Ley 599 de 2000 indicado en la sentencia, sino el artículo 241 A adicionado por la Ley 57 de 1993 artículo 1º, que establece una pena de tres (03) a cinco (05) años de prisión y multa de diez (10) a cien (100) s.m.l.m.v., norma que por ser más favorable y vigente para la fecha en que pudo haberse adquirido y almacenado en dicho lugar la mercancía hallada por la Policía, se debe emplear en aplicación del principio de favorabilidad penal.
3.3.- Recurre a lo que menciona como “doctrina reiterada” en cuanto a que el monto de la multa se debe fijar de acuerdo con la gravedad del hecho punible y la capacidad económica del procesado, que como se sabe, en este caso, carece de bienes muebles e inmuebles porque su oficio era de reciclador, y además, tiene a su cargo el sostenimiento y manutención de su esposa y cuatro (4) menores de edad que tiene a cargo. En lo que hace con la gravedad del delito, éste no es de tal magnitud que lo haga merecedor de una sanción más severa, ya que la cantidad de licor adulterado fue mínima, no se estaba comercializando y estaba almacenada en una de las habitaciones.  

4.- SE CONSIDERA  

4.1.-  Asunto inicial 

La Sala advierte que en los términos del artículo 40 del Código de Procedimiento Penal (ley 600 de 2000), existe interés para recurrir por parte del defensor y el procesado por tópicos como la dosificación de la pena, la concesión de subrogados o la extinción de dominio sobre bienes. En ese sentido, al dirigirse formalmente el recurso a buscar una redosificación de la pena principal de multa que le fue impuesta al señor CARLOS ADALBERT ARIAS CASTAÑO, debemos decir en principio que se han seguido los lineamientos generales para apelar en relación con sentencias dictadas en razón del acogimiento a los cargos y por tanto, no hay obstáculo para que el Tribunal aborde el estudio del asunto propuesto. 
4.2.- Dosificación de la pena principal de multa
Desde luego que la respuesta de este juez colegiado a la inusitada pretensión del profesional que vela por los intereses del encausado, debe ser negativa por las razones que pasan a explicarse:
En primer término, no encuentra la Sala dentro de la foliatura analizada, elemento suasorio alguno que nos permita acceder a una explicación como la que aquí se hace, en el sentido que el licor adulterado y los elementos para su envase y rotulación fueron dejados por una persona extraña al sentenciado.
Al margen de la aceptación de cargos que hizo el procesado, en la que de manera categórica aceptó la acusación que en su contra había formulado la fiscalía por los específicos delitos por los que a la postre resultó finalmente condenado, se tiene que si se acepta en gracia de discusión la entusiasta teoría aquí propuesta, sería permitir que arribara a la investigación un personaje extraño, indeterminado, que aparte de servir de soporte para la pretendida disminución de la sanción pecuniaria, tendría la virtud de oscurecer lo actuado, al punto que pondría en tela de juicio la responsabilidad penal del sentenciado.
Si bien es cierto, en el acápite precedente se encontró que la impugnación así presentada estaba ajustada en su forma a las exigencias del artículo 40 del Código de Procedimiento Penal de 2000, bajo cuya égida se rituó el proceso, no lo es menos que materialmente, por lo que se acaba de advertir, el abogado no ha sido fiel a las limitaciones contenidas en la disposición aludida, que le imponían el deber de apelar única y exclusivamente por los motivos allí consagrados. Una situación como la advertida, sería suficiente para desestimar la apelación presentada y declarar desierto el recurso; no obstante, como de todas maneras se ha aludido a la carencia de medios económicos del sentenciado, que le imposibilitan la satisfacción de la obligación contenida en la sentencia, la Sala encuentra viable proseguir en la definición del asunto, y en ese sentido se tiene:
Frente a la argumentación presentada, no encuentra viable el Tribunal que el accionar del supuesto tercero de quien se dice tenía los licores y utensilios para su ilícito envase y comercialización de tiempo atrás (no se puede desconocer que ese fin de venta es intrínseco a la adulteración de los licores), se haya remontado en el tiempo mucho antes del límite impuesto por la codificación penal para que el Decreto Ley 100 de 1980 y todas las normas que lo complementaban perdieran fuerza jurídica, es decir, el veinticinco (25) de julio de 2001, instante en que entró a regir el Código Penal contemplado en la Ley 599 de 2000, según se desprende del contenido de sus artículos 474 –derogatoria de la legislación anterior- y 476 –entrada a regir un año después de su publicación-. Se dice así, porque si se mira que el allanamiento génesis de la actuación sucedió el diecinueve (19) de diciembre de 2002, en plena temporada navideña, cuando es por todos sabido que se incrementa el consumo de bebidas alcohólicas, no tiene sentido que los licores adulterados hubieran permanecido guardados tanto tiempo, porque de ser así, lo más lógico es que se hubieran comercializado en las festividades decembrinas correspondientes al año 2001 y no esperar todo ese tiempo. De otro parte, se sabe que los papeles, tintas, químicos y demás, son de precaria calidad, lo que hace impensable que licores adulterados como los que se encontraron, sean almacenados, precisamente por el peligro de deterioro de sus características externas.
En último término, y en lo que se encuentra como real sustento del recurso presentado -o por lo menos ajustado a las exigencias legales- en relación con la imposibilidad económica en la que se encuentra el sentenciado, al punto que no le es posible satisfacer la multa impuesta, es imprescindible mencionar que infortunadamente para sus intereses y contrario a lo sostenido por el togado, la pena pecuniaria necesariamente debe estar dentro de los específicos márgenes que le ha impuesto el legislador, sin que sea dable al fallador hacer miramientos en relación con la capacidad económica del procesado -como sí sucedería con conductas menos lesivas del ordenamiento jurídico, que tienen como pena principal y única las unidades de multa-. En este sentido, al igual que ocurre con otros comportamientos graves que tienen aparejadas penas de multa bastante altas, como el secuestro, la extorsión, etc., por ejemplo, le expectativa de la imposición de tan enormes cargas económicas aunadas a la privación de la libertad, deben servir como elementos disuasivos a tener en cuenta antes de decidir infringir la ley penal.
En ese orden de ideas, la dosificación de la pena pecuniaria de la que fue objeto el señor CARLOS ADALBERT ARIAS CASTAÑO, está ajustada a los parámetros que rigen la dosificación punitiva y, por tanto, no hay lugar a hacerle variación alguna, porque como ya se mencionó antes, la misma está dentro de los precisos rangos fijados por el legislador y no es posible su variación inopinada por parte del juez de la causa.
No obstante lo anterior, frente a la situación del sentenciado, debe acudirse a la autorización contenida en el numeral 6º del artículo 39 del Código Penal en cuanto autoriza que previa demostración de la incapacidad material para sufragar la pena, se haga uso de la amortización de la multa a plazos, mecanismo que tiene como limitante lo dispuesto en el artículo 41 ibídem que señala que en caso de incumplirse el pago integral o el acordado a plazos, se impone el procedimiento de jurisdicción coactiva.
Basten los anteriores planteamientos para concluir que la sentencia apelada debe ser confirmada.
5.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, Administrando Justicia en nombre de la República y por Autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Dieciséis Penal del Circuito de Bogotá D.C., objeto de apelación. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

           LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Cfr. fl. 21  C.O.I


� Cfr. fl. 39  C.O.I.


� Cfr. fl. 92  C.O.I.


� Cfr. fl.   3  C. Segunda Instancia


� Cfr. fl. 136 C.O.I


� Cfr. fl.  58  C.O.II


� Cfr. fl.   64   C.O.II 
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